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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 
 

SEPTIEMBRE 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023591  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 18/2021 (11a.)  
 
PERSONAS QUE SE DEDICAN A LA ABOGACÍA O PROCURADORES. LA PROHIBICIÓN DE COMPRAR 
LOS BIENES EN LOS JUICIOS EN QUE INTERVENGAN Y LA PROHIBICIÓN DE SER CESIONARIOS DE 
LOS DERECHOS QUE SE TENGAN SOBRE ELLOS NO VULNERA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A 
LA NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: Un Tribunal Colegiado concedió el amparo a una persona y ordenó declarar la nulidad de 
una cláusula de un contrato, en la cual, un abogado pactó con sus clientes que el pago de sus 
honorarios sería con un porcentaje de los bienes que se obtuvieran en los juicios que se 
comprometió a tramitar. El Tribunal Colegiado consideró que dicha cláusula era contraria a la 
prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil para el entonces Distrito Federal. 
Inconforme, el abogado interpuso recurso de revisión y argumentó que el citado precepto 
transgrede los derechos a la igualdad y a la no discriminación, porque limita la libertad de quienes 
ejercen la abogacía y de las y los procuradores para pactar con sus clientes esa forma de pago, a 
diferencia de lo que ocurre con el resto de los profesionistas, quienes no tienen esa restricción. 

 
 

TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil para el entonces Distrito Federal no vulnera 
el derecho a la igualdad y a la no discriminación, pues si bien tiene por efecto que, a diferencia de 
otros profesionistas, quienes ejercen la abogacía y las y los procuradores no puedan pactar con sus 
clientes el pago de sus honorarios con parte de los bienes que son objeto de sus servicios, esa 
diferencia de trato tiene una justificación objetiva y razonable. 
 
Justificación: Un escrutinio ordinario de la prohibición descrita permite concluir que la distinción de 
trato tiene una finalidad constitucionalmente admisible, en tanto busca proteger a las clientas y los 
clientes del abuso de sus abogados o abogadas, así como de procuradores, quienes cuentan con un 
conocimiento jurídico que probablemente aquéllos no, lo que les coloca en una situación ventajosa 
que les permitiría obligarlos a venderles sus bienes subvaluados o a cederlos como contraprestación 
excesiva por concepto de honorarios. Asimismo, es un medio apto para evitar que las personas 
destinatarias de la prohibición incurran en esos abusos y dado que la diferencia de trato no se 
sustenta en una categoría sospechosa, la autoridad legislativa no estaba obligada a usar los mejores 
medios imaginables para su consecución, por lo que guarda una relación de instrumentalidad con 
la finalidad pretendida. Finalmente, es proporcional pues la prohibición no es absoluta, sino que 
está acotada sólo a los bienes que son materia de los juicios en que las abogadas y los abogados o 
procuradores intervienen, por lo que únicamente excluye esa específica modalidad de pago y no 
genera un desequilibrio desproporcionado entre el derecho a la libertad de contratación de los 
profesionistas descritos y la protección de los derechos de las y los usuarios de sus servicios. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2397/2020. Ignacio Carlos Zaragoza Mora y otro. 9 de junio de 2021. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Jesús Iram Aguirre Sandoval. 
 
Tesis de jurisprudencia 18/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de septiembre de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
septiembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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Registro: 2023589  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h  
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Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 6/2021 (11a.)  
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. POR REGLA GENERAL, ES 
IMPROCEDENTE EN CONTRA DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO QUE ADMITE MEDIOS DE PRUEBA, 
Y PARA IDENTIFICAR LOS CASOS DE EXCEPCIÓN, ES NECESARIO REALIZAR UN ANÁLISIS 
HERMENÉUTICO TENDIENTE A DILUCIDAR SI AFECTA MATERIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, en ejercicio de sus arbitrios judiciales, 
realizaron un análisis interpretativo que los llevó a conclusiones distintas, al resolver si el auto de 
apertura a juicio que admite medios de prueba en el proceso penal acusatorio constituye un "acto 
de imposible reparación" y, por tanto, si es o no procedente el juicio de amparo indirecto en su 
contra. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, por 
regla general, debe tenerse por actualizada la causal de improcedencia prevista por el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con el 107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, cuando se impugne la 
admisión de medios de prueba y, al ser una regla general, no es absoluta, por lo que para que sea 
procedente por excepción será necesario que se afecten materialmente derechos sustantivos. 
 
Justificación: Se arriba a esta conclusión de conformidad con el parámetro legal regulado en el 
artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, referente a que el juicio de amparo indirecto es 
procedente en contra de "actos de imposible reparación", entendiéndose por éstos aquellos que 
afecten materialmente derechos sustantivos. Para verificar la actualización del parámetro legal en 
tratándose del auto de apertura a juicio que admite medios de prueba, debe partirse de la relación 
paralela existente entre el proceso penal y el juicio de amparo indirecto. Si bien ambos juicios 
guardan puntos de toque inexorables, a su vez cada uno corre por cuerda separada y se actualiza a 
partir de hechos y finalidades generadas en distintos planos. En ese contexto, debe ser entendido 
el auto de apertura a juicio que admite medios de prueba, el cual es un acto de índole adjetiva –
intraprocesal– que sirve como vehículo para trasladar los medios de prueba de la etapa intermedia 
al juicio oral para su valoración definitiva; vehículo que está ya protegido de manera sustancial por 
la institución del Juez de Control y que de ser detenido por la procedencia del amparo indirecto 
trastocaría de manera desnaturalizante los principios del proceso penal de corte acusatorio que 
llaman al equilibrio entre la protección de los derechos fundamentales y la eficacia en la resolución 
de los procesos. Además, cualquier ilegalidad o ilicitud del medio de prueba puede enmendarse con 
posterioridad, bien porque en la sentencia definitiva no se tome en cuenta, o porque se le considere 
sin valor jurídico, o bien porque se obtenga una sentencia favorable al quejoso. En esa tesitura, el 
amparo por regla general es improcedente. Por tanto, una posible violación a los principios 
informadores de la prueba en la admisión de los medios de prueba, como pueden ser los principios 
que deben regir las audiencias (verbigracia, los principios de contradicción, inmediación, oralidad, 
igualdad de armas), el principio de necesidad de la prueba, el principio dispositivo, el principio de 
libertad de la prueba, el de pertenencia, o los de idoneidad y utilidad –por nombrar algunos–, haría 
improcedente el juicio de amparo indirecto a la luz de la doctrina de "actos de imposible 
reparación". Lo anterior, pues efectivamente dichas violaciones residen en un plano adjetivo, cuya 
afectación está supeditada a su trascendencia en el proceso penal. Sin embargo, existen supuestos 
excepcionales en los que, estudiados caso por caso, la admisión de pruebas en el auto de apertura 
a juicio constituye un "acto de imposible reparación", pues puede implicar cargas injustificadas al 
imputado, de ejecución inmediata, que trastoquen derechos fundamentales independientemente 



4 
 

del propio proceso penal y de la valoración de dichas probanzas en el juicio oral; escenario en el que 
el amparo sí es procedente. De ahí que cuando se presenta un acto dentro del proceso penal que 
haga procedente el juicio de amparo –de imposible reparación–, dicho acto debe implicar que se le 
deje de ver en el plano del proceso penal y se le encuadre en el juicio de protección constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 167/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito. 23 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 13/2020, en el que consideró que el auto de apertura a juicio dictada en la etapa 
intermedia del sistema procesal penal acusatorio, que admite elementos para configurar prueba en 
juicio oral, constituye un acto de imposible reparación en contra del cual sí procede el amparo 
indirecto –y por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción 
XXIII, en relación con el artículo 107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, esencialmente porque 
el debate sobre la admisión de pruebas, de conformidad con los principios del proceso penal 
acusatorio, no podrá ser retomado o reabierto posteriormente en la etapa de juicio oral; por 
consiguiente, concluyó que las cuestiones relativas a la admisión probatoria deben quedar 
definitivamente dilucidadas de forma previa a la etapa del juicio oral; 
 
El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver la queja 60/2019, la cual dio origen a la tesis aislada XVII.2o.P.A.35 P 
(10a.), de título y subtítulo: "MEDIOS DE PRUEBA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
CONTRA EL AUTO QUE LOS ADMITE EN LA ETAPA INTERMEDIA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 70, Tomo III, septiembre de 2019, página 2033, con número de registro digital: 
2020561; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver la queja 14/2019, la cual dio origen la tesis aislada V.2o.P.A.12 K (10a.), de título 
y subtítulo: "ADMISIÓN DE PRUEBAS EN LA AUDIENCIA INTERMEDIA DEL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. POR REGLA GENERAL, EL ACUERDO RELATIVO NO CAUSA UN PERJUICIO IRREPARABLE 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, agosto de 2019, página 4383, con 
número de registro digital: 2020439. 
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Tesis de jurisprudencia 6/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de agosto de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
septiembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023584  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 12/2021 (11a.)  
 
AMPARO DIRECTO. NO ES PROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA, DICTADA EN UN JUICIO QUE SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD Y 
CONCENTRACIÓN, QUE ORDENA REPONER EL PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO EL TRIBUNAL DE 
ALZADA, AL EMITIR EL ACTO RECLAMADO SE HAYA PRONUNCIADO SOBRE PRETENSIONES 
PRINCIPALES QUE HABRÁN DE REITERARSE AL DICTARSE LA NUEVA SENTENCIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos al 
analizar si procede la vía de amparo directo, cuando el acto reclamado consiste en la resolución de 
segunda instancia, por la que se emite pronunciamiento sobre ciertas prestaciones, específicamente 
sobre la pretensión principal, y se ordena reponer el procedimiento para resolver aspectos 
secundarios o si, por el contrario, el Tribunal Colegiado debe negarse a conocer de tal acto, al no 
tratarse de una sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio. En todos los asuntos, 
el acto reclamado se dictó en juicios en los que la totalidad de las pretensiones ameritaban ser 
resueltas en una misma sentencia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el juicio 
de amparo directo no es procedente cuando se reclama la resolución de segunda instancia que 
ordena reponer el procedimiento, aun cuando el tribunal de alzada, al emitir el acto reclamado, se 
haya pronunciado sobre las pretensiones principales, que habrán de reiterarse al dictarse la nueva 
sentencia, pues tal determinación no constituye una sentencia definitiva ni una resolución que pone 
fin al juicio. 
 
Justificación: De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107, fracción V, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 170 de la Ley de Amparo, el juicio de amparo directo 
procede taxativamente cuando se reclama una sentencia definitiva, laudo o una resolución que 
pone fin al juicio. La resolución de segunda instancia que ordena reponer el procedimiento no se 
adecua a ninguno de esos supuestos, aun cuando en su emisión, el tribunal de alzada se haya 
pronunciado sobre las pretensiones principales, que habrán de reiterarse al dictarse la nueva 
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sentencia que llegue a dictar el Juez de origen, pues lo definitivo es que, con esa manera de proceder 
en realidad no existe una sentencia que establezca el derecho en cuanto a la acción y a la excepción 
que dieron lugar a la litis contestatio, tanto porque tales consideraciones habrán de reiterarse en la 
nueva sentencia que se dicte una vez que el juicio de origen quede en estado de resolución, como 
porque tal determinación no da por concluido el juicio, pues la orden de reponer el procedimiento 
tiene como finalidad volver el pleito al estado en que se encontraba antes de cometerse la infracción 
que dio lugar a esa clase de resolución, para un nuevo curso que se ajuste a la disposición expresa 
de la ley. Por tanto, el juicio de amparo directo que se promueva contra una resolución de esa 
naturaleza es improcedente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 48/2021. Entre las sustentadas por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito. 7 de 
julio de 2021. Mayoría de cuatro votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 558/2006, el cual dio origen a la tesis aislada I.11o.C.162 C, de rubro: "AMPARO 
DIRECTO. ES PROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE 
DECIDIÓ LA CONTROVERSIA EN LO PRINCIPAL (ACCIÓN DE DIVORCIO NECESARIO), AUN CUANDO 
ORDENE REPONER EL PROCEDIMIENTO EN LO ACCESORIO."; publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 2019, con número de 
registro digital: 172622; y, 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, al resolver los amparos 
directos 754/2019, 294/2020 y 337/2020, en los que consideró que era improcedente el juicio de 
amparo directo cuando en la sentencia reclamada se emitió decisión sobre la cuestión principal, 
pero se ordenó la reposición del procedimiento para la realización de ciertos actos procesales 
enderezados a resolver sobre las prestaciones accesorias, pues no tenía la naturaleza de una 
sentencia definitiva. 
 
Tesis de jurisprudencia 12/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de agosto de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
septiembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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OCTUBRE 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023637  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de octubre de 2021 10:11 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XLII/2021 (10a.)  
 
PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO EN CONTRA DE PERSONA 
IMPÚBER. NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
 
Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por el delito de actos 
libidinosos cometido en contra de una persona impúber, previsto y sancionado en el artículo 270 
del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos 
mil catorce. Promovió juicio de amparo directo, en el que reclamó la inconstitucionalidad del 
artículo citado al considerar que atenta contra el principio de proporcionalidad entre la pena y el 
delito. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la pena 
prevista en el artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente hasta el 
dieciséis de diciembre de dos mil catorce, es proporcional entre la naturaleza y la gravedad del delito 
y el bien jurídico afectado, razón por la cual no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas 
previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: En el principio de proporcionalidad de las penas regularmente se analiza una regla (el 
tipo penal de que se trate) frente a un principio constitucional (el principio de proporcionalidad 
establecido en el artículo 22 constitucional), con la finalidad de determinar si la pena es acorde o no 
con el bien jurídico afectado. Para examinar la proporcionalidad de las penas esta Primera Sala 
utiliza la metodología denominada tertium comparationis, la cual debe considerar que confluyen 
diversos factores de vulnerabilidad que la norma pretende proteger, a saber, el rango de edad y el 
grado de comprensión de la víctima, sobre los que es posible advertir que fue voluntad del legislador 
diferenciar el tratamiento con otros delitos e incrementar la sanción impuesta en el tipo penal en 
estudio, atendiendo a la afectación tan intensa que implican esos delitos cuando se cometen en 
contra de una persona menor de edad, así como al interés superior del niño. En el caso concreto, el 
análisis respectivo se debe hacer frente a aquellos delitos establecidos en el mismo código punitivo 
que protejan el mismo bien jurídico, que es la libertad y el normal desarrollo psicosexual de menores 
de edad y de personas que no comprendan el significado del hecho. Se advierte que el delito de 
actos libidinosos se ubica en el rango de las penas impuestas a los delitos de violación o estupro, 
cuando ocurre en los supuestos referidos, siendo además menor, considerando que en esos delitos 
el grado de afectación al bien jurídico tutelado, es mayor. En este sentido, no se observa un salto 
irrazonable o evidentemente desproporcionado entre las penas previstas para esos delitos. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo 
López Saldaña y Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023630  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de octubre de 2021 10:11 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 5/2021 (11a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR MORA EN CONTRATOS DE SEGURO. PROCEDE ANTE EL INCUMPLIMIENTO 
DE LA ASEGURADORA, AUNQUE NO SE HAYA RECLAMADO COMO PRESTACIÓN EN LA DEMANDA 
DE ORIGEN (ARTÍCULO 276, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE 
FIANZAS). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si procede la condena de 
indemnización por mora a cargo de una institución de seguros ante el incumplimiento de las 
obligaciones contraídas en el contrato de seguro dentro de los plazos con que cuente legalmente 
para su cumplimiento, aunque tal indemnización no se reclamara como prestación en la demanda 
de origen, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones 
de Seguros y de Fianzas, y llegaron a posturas opuestas, pues uno determinó que sí procede tal 
condena aun cuando no se hubiera reclamado como prestación, en cambio los otros llegaron a la 
conclusión adversa. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el 
supuesto en que se condena a una institución de seguros con motivo de la reclamación del 
incumplimiento de obligaciones asumidas en el contrato de seguro, dentro de los plazos con que 
cuenta legalmente para su cumplimiento, resulta procedente la condena al pago de la 
indemnización por mora, aun cuando no se haya reclamado como prestación en la demanda de 
origen, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones 
de Seguros y de Fianzas. 
 
Justificación: El derecho de acceso a la justicia se materializa mediante el proceso jurisdiccional, bajo 
el cual todo proceso se constituye como un método racional de debate y como un instrumento para 
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la solución de los conflictos de intereses que se suscitan en la convivencia; no obstante, para que tal 
finalidad se alcance, debe haber una exacta correspondencia entre la pretensión de la parte actora, 
la oposición de la parte demandada, los elementos de prueba válidamente incorporados y la 
decisión del tribunal; dicha concordancia recibe el nombre de principio de congruencia, el cual fue 
materializado por el legislador en el artículo 1327 del Código de Comercio. Ahora bien, de 
conformidad con la fracción VII del artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, 
una vez sustanciado el juicio, en el supuesto en que resultara procedente la reclamación, la 
autoridad jurisdiccional de origen deberá condenar a la aseguradora tanto al pago de la obligación 
principal, como al del resto de las prestaciones relacionadas en el propio precepto, aun cuando no 
se hubiera demandado el pago de la indemnización por mora. Lo anterior se justifica en tanto que 
el legislador buscó generar un efecto disuasorio, mediante la imposición de la sanción referida, para 
las aseguradoras que no cumplen con sus obligaciones a tiempo. En consecuencia, esta norma 
constituye una excepción al principio de congruencia, pues aun cuando no haya sido solicitado por 
la parte actora, la autoridad jurisdiccional estará obligada a su otorgamiento, dado que esa medida 
tiende a evitar que se sigan llevando a cabo conductas que dificulten el pago a favor de los 
asegurados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 280/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 26 de mayo de 2021. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 823/2018, en el que consideró que el Juez está obligado a 
condenar a la aseguradora que incumpla con las obligaciones que asumió en el contrato de seguro, 
al pago de una indemnización por mora, aun en el caso de que el actor no reclame dicha 
indemnización, en términos de lo dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones 
de Seguros y de Fianzas, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 7/2020, en el que determinó que el Juez no debió condenar 
a la aseguradora que incumpla con las obligaciones que asumió en el contrato de seguro, al pago de 
una indemnización por mora, pues el actor no reclamó dicha indemnización, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, lo que 
implicó que el acto reclamado adoleciera de congruencia. Similar criterio sostuvo el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 608/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 5/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de agosto de dos mil veintiuno.  
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de octubre de 
2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023620  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de octubre de 2021 10:11 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XLIII/2021 (10a.)  
 
DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO EN CONTRA DE PERSONA IMPÚBER. NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE TIPICIDAD. 
 
Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por el delito de actos 
libidinosos cometido en contra de una persona impúber, previsto y sancionado en el artículo 270 
del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos 
mil catorce. Promovió juicio de amparo directo, en el que reclamó la inconstitucionalidad del 
artículo citado al considerar que la porción "impúber" vulnera el principio de tipicidad que rige en 
la materia penal. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
locución "impúber" contenida en el segundo párrafo del artículo 270 del Código Penal del Estado de 
México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce, no vulnera el principio 
de tipicidad, reconocido en los artículos 14, párrafo tercero, constitucional y 9 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, pues permite conocer con certeza y claridad que el delito se 
acreditará cuando se cometa en contra de un menor de edad, que biológicamente se encuentra en 
la infancia, pero previo a entrar a la adolescencia. 
 
Justificación: El principio de tipicidad en materia penal se prevé en el artículo 14, párrafo tercero, 
constitucional, el cual dispone que en los juicios de orden criminal queda prohibido imponer, por 
simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. El principio referido se respeta cuando el legislador 
al redactar un tipo penal evita que la descripción de la conducta delictiva sea vaga, imprecisa, abierta 
o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. Ello no implica que el legislador deba 
definir cada vocablo utilizado en la descripción delictiva, pues se tornaría imposible la función 
legislativa y porque, además, basta que la conducta prohibida pueda ser conocida por el destinatario 
de la norma. Las condiciones anteriores fueron cumplidas por el legislador del Estado de México, al 
establecer en el artículo 270 del Código Penal de dicha entidad federativa, vigente hasta el dieciséis 
de diciembre de dos mil catorce, que será víctima del delito de actos libidinosos la persona 
"impúber". Es así, porque este término está asociado con la etapa previa a la pubertad, que se 
relaciona con el proceso biológico en el que desarrollaron los caracteres sexuales secundarios, la 
madurez sexual y los cambios somáticos y emocionales de la persona adolescente, lo que permite 
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conocer con toda claridad y certeza que el delito se acreditará cuando se cometa contra una persona 
que se encuentra en la etapa de infancia de su vida y previo a la adolescencia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo 
López Saldaña y Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023619  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de octubre de 2021 10:11 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XLI/2021 (10a.)  
 
DELITO DE ACTOS LIBIDINOSOS COMETIDO EN CONTRA DE PERSONA IMPÚBER. CUANDO SE 
SANCIONA DE MANERA AGRAVADA, NO SE VULNERA EL PRINCIPIO DE DOBLE PUNICIÓN (NON BIS 
IN ÍDEM). 
 
Hechos: Una persona fue condenada, en primera y segunda instancias, por el delito de actos 
libidinosos cometido en contra de una persona impúber, delito agravado al haberse cometido 
mediante violencia, previsto y sancionado en el artículo 270 del Código Penal del Estado de México, 
en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil catorce. Promovió juicio de amparo 
directo, en el que reclamó la inconstitucionalidad del artículo citado porque al sancionar la conducta 
básica más la agravante vulnera el principio de prohibición de doble punición. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 270 del Código Penal del Estado de México, en su texto vigente hasta el dieciséis de 
diciembre de dos mil catorce, no establece una penalidad doble por la comisión de una misma 
conducta, sino la agravante de uso de violencia física o moral, que guarda relación con la conducta 
sancionada; por ende, cuando se sanciona la conducta básica más la agravante señalada, no se 
transgrede el principio de prohibición de doble punición, previsto en los artículos 23 de la 
Constitución Federal y 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
Justificación: El artículo 23 constitucional y el 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos reconocen el principio de prohibición de doble punición, según el cual nadie puede ser 
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juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene. Este 
principio protege los derechos de las personas que han sido condenadas por determinados actos 
para que no vuelvan a ser enjuiciados por los mismos hechos, pero no impide que el legislador 
establezca una penalidad adicional a la del tipo básico para sancionar una circunstancia que agrave 
la conducta. El supuesto anterior es el que se presenta en el párrafo tercero del artículo 270 del 
Código Penal del Estado de México, en su texto vigente hasta el dieciséis de diciembre de dos mil 
catorce, el cual dispone que si en la comisión del delito de actos libidinosos se hiciere uso de la 
violencia física o moral se impondrá "además de la pena al tipo básico" la sanción de uno a cuatro 
años de prisión. Para esta Sala, ello no implica la imposición de una doble penalidad, sino que se 
trata de una circunstancia agravante relacionada con la conducta delictiva, que puede o no 
presentarse en la comisión del delito, lo cual está sujeto al desarrollo y estudio del caso en concreto, 
que de acreditarse ameritará una sanción adicional. Además, se reconoce que el legislador cuenta 
con amplia libertad configurativa para tipificar delitos y sus agravantes ante las características de la 
conducta y las circunstancias de los hechos, siempre que la actividad legislativa no se torne arbitraria 
o excesiva, pues lo que se busca es punir la conducta desplegada en su integridad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7165/2018. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo 
López Saldaña y Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023670  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de octubre de 2021 10:18 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 19/2021 (11a.)  
 
RATIFICACIÓN DEL DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL O DE ALGUNO DE 
SUS RECURSOS. PARA SU VALIDEZ, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE ORDENAR AL 
FUNCIONARIO CON FE PÚBLICA QUE EXPLIQUE AL QUEJOSO O RECURRENTE LOS ALCANCES Y LAS 
CONSECUENCIAS DE SU DECISIÓN, AL MOMENTO DE LA DILIGENCIA. 
 
Hechos: Una persona sentenciada en un procedimiento penal interpuso recurso de revisión en 
contra de la resolución dictada en un juicio de amparo directo. El recurso se desechó; contra ese 
proveído interpuso recurso de reclamación, y durante el trámite de este último presentó un escrito 
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de desistimiento de ese medio de defensa, por lo que se ordenó su ratificación, haciendo del 
conocimiento del recurrente los alcances y las consecuencias de su decisión para el efecto de tenerlo 
por desistido del recurso de reclamación y dejar firme el auto impugnado. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en 
atención a los principios de debido proceso y de seguridad jurídica, para dar validez a la ratificación 
del desistimiento del juicio de amparo o de alguno de los recursos ordenada en el artículo 63, 
fracción I, párrafo primero, de la Ley de Amparo, tratándose de un asunto de naturaleza penal, el 
órgano jurisdiccional correspondiente debe ordenar al funcionario judicial encomendado que al 
momento de la diligencia de ratificación explique al quejoso o recurrente los alcances y las 
consecuencias jurídicas de su decisión de no continuar con la instancia o medio de defensa iniciado. 
 
Justificación: En la doctrina procesal y en la jurisprudencia, el desistimiento se contrae al acto 
abdicatorio por el cual se manifiesta el propósito de abandonar una instancia o de no confirmar el 
ejercicio de una acción, la reclamación de un derecho o la realización de cualquier otro trámite de 
un procedimiento iniciado. Por tanto, como consiste en apartarse del ejercicio de un derecho o de 
facultades procesales ya ejercidos, puede referirse tanto a una acción, como a un recurso, a una 
prueba o a un incidente. En ese sentido, el artículo 63, fracción I, párrafo primero, de la Ley de 
Amparo, no sólo comprende el desistimiento de la demanda de un juicio de amparo, sino también 
de los recursos que establece para ese procedimiento dicha legislación. Ahora bien, para que se 
tenga certeza de la decisión del quejoso o recurrente, el citado artículo 63 establece la necesidad 
de que se ratifique el desistimiento. Lo anterior significa que la autoridad encargada del asunto debe 
ordenar que ante el funcionario judicial con fe pública, el quejoso o recurrente expresamente 
manifieste que confirma su decisión de desistirse del juicio y/o del recurso. En ese tenor, para 
garantizar el derecho al debido proceso y la seguridad jurídica de las personas que se encuentran 
involucradas en un procedimiento penal, en cualquier etapa, dada su situación de fragilidad, es 
indispensable que antes de ratificar el desistimiento se les expliquen los efectos jurídicos que traerá 
consigo poner fin a la acción de amparo, o bien, a los diversos medios de impugnación que rigen 
dicho juicio constitucional. Ello, en atención a sus derechos de seguridad jurídica y al debido 
proceso, que son reconocidos en los artículos 14 de la Constitución General, 8, numeral 1, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 1, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Recurso de reclamación 370/2021. Edgar Iván Ledezma Salcedo. 11 de agosto de 2021. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis de jurisprudencia 19/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de seis de octubre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de octubre de 
2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2023664  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de octubre de 2021 10:18 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 25/2021 (10a.)  
 
PLAZO PARA QUE LA PERSONA SENTENCIADA PRESENTE DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. ES DE 
OCHO AÑOS CUANDO DERIVE DE LA APELACIÓN INTERPUESTA ÚNICAMENTE POR LA VÍCTIMA O 
EL MINISTERIO PÚBLICO QUE VERSA SOBRE EL RECLAMO DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO Y NO 
AFECTA LA PENA DE PRISIÓN IMPUESTA. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron diferentes posturas respecto al plazo que 
debe regir para presentar la demanda de amparo, en el supuesto en que el acto reclamado 
únicamente versa sobre aspectos relativos a la reparación del daño y éste deriva de la apelación 
interpuesta sólo por la víctima o el Ministerio Público y no por la persona sentenciada. Uno de ellos 
consideró que rige el plazo genérico de quince días; mientras que el otro determinó que es el de 
ocho años previsto en el artículo 17, fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que en el 
referido supuesto debe regir el plazo de ocho años previsto en el artículo 17, fracción II, de la Ley 
de Amparo, debido a la sustitución procesal de la sentencia de apelación respecto a la de primera 
instancia y a la relación que guarda la reparación del daño con la posibilidad de extinguir, sustituir 
o suspender la pena de prisión. 
 
Justificación: El artículo 17 de la Ley de Amparo señala que el plazo genérico para presentar la 
demanda de amparo es de quince días. Sin embargo, la fracción II de dicho precepto establece una 
excepción al supuesto genérico, al admitir el plazo de ocho años, siempre que se reclame la 
sentencia definitiva condenatoria en un proceso penal, que imponga pena de prisión. De lo anterior, 
es posible advertir que la autoridad legislativa procuró el respeto al derecho a la libertad personal, 
estableciendo una tutela privilegiada para la presentación de la demanda de amparo cuando los 
actos de las autoridades ponen en peligro ese derecho humano. Ahora bien, en el supuesto de que 
únicamente la víctima o el Ministerio Público interpongan recurso de apelación y el tribunal de 
alzada sólo resuelva cuestiones vinculadas con la reparación del daño, en perjuicio de la persona 
imputada, debe considerarse que esta última cuenta con el plazo procesal de ocho años para la 
presentación de la demanda de amparo. Lo anterior, en virtud de que la sentencia de segunda 
instancia sustituye procesalmente a la impugnada, incluyendo las penalidades que hayan sido 
impuestas. Asimismo, porque la condena a la reparación del daño está vinculada con la pena de 
prisión, en la medida en que su pago constituye un requisito para el acceso a determinados 
beneficios preliberacionales a favor de la persona sentenciada, a través de los cuales es posible 
extinguir, sustituir o suspender la pena privativa de la libertad. Por lo tanto, es posible afirmar que 
existe un vínculo indirecto entre la determinación que agrava la situación jurídica de la persona 
sentenciada, en temas de reparación del daño, con su derecho a la libertad personal; cuestión esta 
última que es salvaguardada precisamente por la fracción II del artículo 17 de la Ley de Amparo. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 463/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 18 de noviembre de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 441/2019, en el que determinó que la demanda de amparo se 
presentó de manera oportuna al considerar que regía la excepción prevista en la fracción II del 
artículo 17 de la Ley de Amparo; esto es, el plazo de ocho años. Indicó que, si bien el tribunal de 
apelación únicamente modificó el monto del pago de la reparación del daño, en la sentencia 
definitiva se impuso pena de prisión, por lo que podía darse el caso de que la persona sentenciada 
se encuentre privada de su libertad y, por ello, no esté en posibilidad de promover su demanda de 
amparo dentro del plazo genérico de quince días; lo anterior con independencia de que el quejoso 
no haya interpuesto recurso de apelación; y, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 70/2017, el cual dio origen a la tesis aislada II.3o.P.49 P (10a.), de título y subtítulo: 
"SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA QUE MODIFICA LA DE PRIMER GRADO EN LO RELATIVO A LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO Y DEJA INTOCADAS LA ACREDITACIÓN DEL DELITO, LA PLENA 
RESPONSABILIDAD DEL SENTENCIADO Y LA IMPOSICIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN. SI EL IMPUTADO 
Y SU DEFENSOR NO APELARON Y PROMUEVEN EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, EL 
PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA SE RIGE POR LA REGLA GENERAL DE QUINCE DÍAS PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE LA MATERIA."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 3056, con número de registro 
digital: 2017714. 
 
Tesis de jurisprudencia 25/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de agosto de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de octubre de 2021 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de octubre de 
2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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